BUENOS AIRES,        09             de marzo de 2018
Al señor Presidente de la Comisión de Acuerdos del

H. Senado de la Nación Argentina

S                /                    D

                  

Ref. Comisión de Acuerdos ELISA MATILDE          DIAZ DE VIVAR – PE N° 453/17 – Mensaje 160/17 

                                              
De mi especial consideración




I Tengo el honor de dirigirme a S.E., y por su intermedio a la Comisión que preside y al H. Senado, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 123 y concordantes del Reglamento de ese H. Senado, para en tiempo y forma (B.O. del 01-03-2018) presentar y formular observaciones a las calidades y méritos de la aspirante de la referencia y solicitar no se le otorgue el acuerdo requerido, a su pedido, por el Poder Ejecutivo Nacional.




Soy Diego Carlos SANCHEZ, de nacionalidad argentina, domiciliado en la calle Uruguay N° 824, piso 4° de esta C.A.B.A., correo electrónico santivo@gmail.com, de estado civil casado (acompaño fotocopia de mi DNI N° 4393160).




Mi último cargo público ha sido el desempeñado como juez (hasta el 31-07-2014, Vocalía N° 11) de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil (coincidiendo en dicho Tribunal durante casi diez años con la autopostulada Dra. DIAZ DE VIVAR). 




II Con fundamentos en el derecho conferido por las normas constitucionales y legales que cité, y el conocimiento personal de los casi diez años en el mismo Tribunal –más los de jueces de primera instancia- con DIAZ DE VIVAR, presenté oportunamente -con motivo de su pretensión- al señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos mi nota del 03 de agosto de 2017, cuya copia en soportes papel y digital acompaño como parte integrante de esta misma presentación y que doy aquí por reproducida. 




Por tanto agregaré a continuación solo algunas circunstancias que no fueron entonces destacadas, o lo fueron insuficientemente a juzgar por su desestimación ante el pedido efectuado por el Poder Ejecutivo.




III La doctora DIAZ DE VIVAR, dije, brinda un pésimo servicio de justicia demorando los procesos y aumentando sus costos, sin respetar otros valores como justicia y seguridad. Lo hace, por ejemplo, dictando sentencias a sabiendas que serán revocadas por arbitrarias e inconstitucionales, sentencias que incurren en prevaricato 





Estimo entonces auto contradictorio el mensaje del Poder Ejecutivo Nacional 160/17 solicitando a V.E. el acuerdo correspondiente a fin de posibilitar un nuevo nombramiento de la doctora DIAZ DE VIVAR en los términos del artículo 99, inciso 4°, tercer párrafo, de la Constitución Nacional.




Digo autocontradictorio porque, como lo sostuve en mi acompañada presentación del 03 de agosto, el Poder Ejecutivo ha insistido en sus propósitos, y con ello he coincidido y lo sigo haciendo, en brindar un buen servicio de justicia a la ciudadanía, reduciendo la demora y el aumento de los costos en los procesos, procurando sus efectivas celeridad y transparencia (conf. sus “Bases para la Reforma Procesal Civil y Comercial”). Ha reiterado allí, con acierto, que “El diagnóstico sobre las debilidades de la Justicia Civil y Comercial para resolver en un tiempo razonablemente breve los conflictos, tiene un amplio consenso”.





Como no puede ser de otro modo ese amplio consenso ha sido reiterado casi a diario. Desde el 06-03-18, por ejemplo, se debaten en la Corte Suprema de Justicia de la Nación las POLITICAS DE ESTADO PARA EL PODER JUDICIAL Desde el discurso de apertura del presidente Lorenzetti hay coincidencia en reducir la demora y el aumento de los costos en los procesos, procurando las efectivas celeridad y transparencia. El matutino “La Nación” de esta C.A.B.A. titula en su edición de hoy 09 de marzo: “Los jueces admiten que la Justicia es lenta y burocrática” (pág. 10).




No puede admitirse entonces la continuación como magistrada de DIAZ DE VIVAR, cuyos votos y cuya conducta han contribuido en grado sumo a tal lentitud, al desprestigio actual de la Justicia Nacional en lo Civil por hacer exactamente lo contrario de lo predicado como deseable en los compartidos conceptos, por haber contribuido, y seguir haciéndolo, a los vicios que se quieren corregir. Insistiré ahora, como anticipé, con uno de los ejemplos dados en mi adjunta presentación (reiterando los otros pues insisto en darlos aquí por reproducidos).




III – 1) La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil dictó sentencia plenaria el 13 de diciembre de 2006 en los expedientes caratulados "Obarrio, María P. c/ Microómnibus Norte S.A." y "Gauna, Agustín c/ La Economía Comercial S.A." (El Derecho (E.D.) 220-345; Jurisprudencia Argentina (J.A.) 2007-I-699, L.L. 2007-A-168, Responsabilidad Civil y Seguros (R.C.yS.) 2007-I-47, entre muchas otras publicaciones, casi todas anotadas).





La propuesta magistrada de DIAZ DE VIVAR votó a favor de la inconstitucional e ilegal opinión que sería la de la mayoría. Incluso guardó silencio, ante la gravísima irregularidad existente en el expediente "Gauna”, en el que Ramos Feijoo -uno de los jueces de la Sala “B” de la Cámara que concedió el recurso de inaplicabilidad de ley- fue el mismo juez que había dictado la sentencia de primera instancia y había concedido el recurso de apelación contra la misma. Y hasta votó a su favor cuando fue propuesto, tiempo después y a pesar de mi fundada impugnación, para presidir el Tribunal, Tribunal que ella había presidido poco tiempo antes (como igualmente presidió en varios años la Sala M que integra).




Dicha mayoría en los expedientes “Obarrio” y "Gauna” sentó la doctrina legal, obligatoria para la justicia nacional en lo civil, que estableció (por mayoría, repito, integrada por la jueza DIAZ DE VIVAR) que “en los contratos de seguro de responsabilidad civil de vehículos automotores destinados al transporte público de pasajeros, la franquicia como límite de cobertura fijada en norma obligatoria por la autoridad de control le es inoponible al damnificado".





El solo enunciado que una imperativa norma obligatoria pueda ser inoponible (y sin perjuicio de las demás normas constitucionales, legales y reglamentarias vigentes violadas como se demostró en los debates previos a la suscripción de la sentencia plenaria y se dejó fundado en el voto minoritario que integré y que –incluso- precisó los precedentes del Alto Tribunal –unánimes, con una disidencia formal- con los que coincidía la minoría en el plenario) nos permite sospechar que la jueza que ha dictado semejante resolución ha contrariado la ley expresa invocada por las partes, o por ella, y puede haber incurrido en el delito de prevaricato (art. 269 del Código Penal).





La sospecha se incrementa si quince meses después (el 04-03-08) la Corte Suprema de Justicia de la Nación, siguiendo sus precedentes y aplicando la ley vigente, revoca por arbitrarias, inconstitucionales, las sentencias en ambos expedientes (en “Obarrio” la dictada por la Sala “F” aplicando el plenario, y en “Gauna” la misma sentencia plenaria, cuya mayoría integró la jueza DIAZ DE VIVAR), haciendo lo propio desde dicho día (en “Villarreal, Daniel Alberto c/ Fernández, Andrés Alejandro”) hasta hoy en cientos (muchos) de “fallos” que han aplicado la doctrina establecida por la mayoría en “Obarrio” y en “Gauna”, mayoría que reiteradamente se negó a reconsiderar la doctrina plenaria (con el voto de la jueza DIAZ DE VIVAR, siempre integrando la mayoría que impuso su número sin dar siquiera razón alguna), a pesar de muchísimos pedidos por otras Salas del Tribunal.





No obstante haber sido revocadas las sentencias, dicha mayoría (incluida la jueza DIAZ DE VIVAR), siguió aplicando la doctrina diciendo que lo hacían, entre otras “sinrazones”, por imperio de lo dispuesto en el artículo 303 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación (la excepción a la mayoría estuvo dada por las Salas “E” y “G” del Tribunal y mi disidencia en la “D”; hoy se ha agregado alguna otra Sala, como la “J”, y algunos otros votos como el disidente de la Dra. Benavente en la misma Sala M que integra y quiere seguir haciéndolo DIAZ DE VIVAR).





El 24 de abril de 2013 se sanciona la ley 26.853 que deroga la citada norma del artículo 303 pero la jueza DIAZ DE VIVAR, siempre con la mayoría, sigue aplicando hasta hoy la doctrina revocada por arbitraria; y derogada la norma que la imponía.





Son especialmente graves tales votos porque se dictaron cientos de sentencias violando los jueces, como DIAZ DE VIVAR, sus deberes, desconociendo la Constitución, la ley y todo el derecho aplicable, sabiendo que las sentencias que dictaban serían revocadas por arbitrarias, inconstitucionales, como efectivamente lo fueron. 





Estas sentencias provocaron enormes perjuicios a los justiciables, al demorar y encarecer sus expedientes obligándolos a recurrir a la tercera instancia (que las revocó por arbitrarias imponiéndoles las costas a los actores víctimas, a quienes esa mayoría decía amparar); también provocaron graves perjuicios al Poder Judicial –cientos de expedientes elevados al Alto Tribunal para su previsible solución- y a las Instituciones todas.





El voto de la doctora Benavente, que anticipé, fue dado en el acuerdo del 26 de diciembre de 2016 en que la Sala M dictó sentencia en el expediente n° 33.547/2010, caratulado “Laurito, Alan Román y otro c/Transporte Automotor Plaza SACI y otros s/daños y perjuicios”. Uno lee y relee tal voto (en especial cap. VII. Franquicia) y solo puede ratificar lo que está diciendo. Porque la disidencia de DIAZ DE VIVAR no es otra cosa que insistir en el prevaricato, en el horror, en obligar a las partes y al Poder Judicial a una tercera instancia, con el costo y el tiempo que significa (con fecha 17-03-17 se concede el recurso extraordinario, encontrándose hoy todavía –un año y tres meses después- en trámite por ante el Alto Tribunal).





Incluso luego de aquella sentencia, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el día 06 de junio de 2017, en el expediente N° 57764/2008 caratulado “Flores Lorena Romina c/ Giménez Marcelino Osvaldo y Otro s/Daños y Perjuicios” (La Ley Online AR/JUR/28172/2017) dictó sentencia repitiendo como lo ha hecho en cientos (muchos, muchísimos) de casos similares: “4°) Que la oponibilidad de las cláusulas contractuales ha sido el criterio adoptado por el Tribunal en los supuestos de contratos de seguro del transporte público automotor (Fallos: 329:3054 y 3488; 330:3483 y 331:379 y causas CSJ 166/2007 (43-0)/CS1 "Obarrio, María Pía c/ Microómnibus Norte S.A. y otros" y CSJ 327/2007 (43-G)/CS1 "Gauna, Agustín y su acumulado c/ La Economía Comercial S.A. de Seguros Generales y otro", sentencias del 4 de marzo de 2008)”.





El voto del juez Rosenkrantz nos permite leer la única interpretación posible de la Constitución, de la ley (y por su claridad y profundidad nos espantamos, nos asustamos, temblamos más aún con magistrados como DIAZ DE VIVAR –que han votado el plenario “Obarrio” y “Gauna”, y lo han mantenido negándose a revisarlo, y siguen votando aplicándolo, con los mismos “fundamentos” más de mil veces declarados arbitrarios e inconstitucionales por el Alto Tribunal, con el consecuente incremento de gastos, de tiempo, de desprestigio, de promover la incredulidad en la justicia.




III – 2) La extraordinaria morosidad en los expedientes en que interviene la autopostulada DIAZ DE VIVAR no resulta solamente del dictado, a sabiendas, de sentencias arbitrarias obligando a recurrir a una tercera instancia.





En los expedientes en trámite en la Sala M que integra, que presidió algunos años como dije, se ha “creado” un trámite que no puede ser calificado de otro modo que dilatorio.





Daré como ejemplo el citado expediente n° 33.547/2010, “Laurito”, pero la “creación” se repite en casi todos (no puedo decir todos, porque desconozco todos).





Del trámite de “Laurito” que resulta de internet, surge que el día 23-05-16 es recibido en la Sala M, teniéndose por contestado los agravios el 04-07-16; el 30-09-16 la actora pide sentencia y casi dos meses después, se practica el certificado previo a sentencia (la “creación”), certificado que había sido ordenado el día 02, para llamarse autos recién el día 25-11-16. Al computarse el plazo desde esta resolución la respuesta será que “se dictan las sentencias en el plazo”, pero se omitirá lo que ocurre antes del comienzo. En otros expedientes los tiempos de los certificados previos a sentencia son más extensos, puramente dilatorios como digo. 




Esta demora de la Sala M, tanto por los trámites como por el dictado de las sentencias arbitrarias, es públicamente conocida, aunque la “Corporación” no lo haga, precisamente, público. Daré un ejemplo: en el expediente n° 36.718/10, “Papagno, Mariela Silvia c/ Lado, Daniel y Otros s/ daños y perjuicios”, la Sala L dictó sentencia el 19/09/2017 (elDial.com - AAA292); en el voto del juez Liberman puede leerse: “Dije entonces y reitero que, en virtud de lo resuelto por la Corte Suprema en autos “Cuello c. Lucena” y la ampliación de fundamentos de dos de sus ministros, hay que formular algunas precisiones. “Además, hay que detenerse en el problema del acatamiento de los jueces inferiores a la doctrina de los pronunciamientos del máximo tribunal. En lo que hace a la cuestión en estudio, ha habido fallos reiterados declarando arbitrarias sentencias de la Sala M de esta Cámara civil”.




Otros expedientes de los que resulta tanto el moroso trámite, como las arbitrarias sentencias con intervención de la autopostulada, DIAZ DE VIVAR y que ofrezco a título de ejemplo, son:

Expediente n° 020757/2008, “ARIAS ARAMAYO REYNALDO Y OTROS C/ ARGOS MUTUAL DE SEG.DEL TRANSPORTE PUBLICO DE PASAJ. Y OTROS” 
Expediente n° 095288/2003”CORTESE GERMAN ALBERTO Y OTRO C/ DOMINGUEZ RAUL ANTONIO Y OTROS S/DAÑOS Y PERJUICIOS” 
“Filiberto, Lidian Isabel c. Maceratesi, Osvaldo y otros s/ daños y perjuicios” publicado en: La Ley Online AR/JUR/71079/2011

“M., M. E. y otro c. R., G. G. y otros s/ daños y perjuicios” (aquí con su voto en primer término), publicado en: La Ley Online AR/JUR/90143/2014

“Roldan, Fabián Alejandro y otro c. Microómnibus general Pacheco SRL y otros s/daños y perjuicios” publicado en: La Ley Online  AR/JUR/13100/2012, entre muchísimos otros.





IV En cumplimiento del reglamento en cuanto establece debo indicar la prueba, acompañando la documentación que tenga en mi poder, expreso a S.E. que todas las sentencias citadas –aquí y en la nota adjunta- pueden ser consultadas en el sistema (http://scw.pjn.gov.ar/scw/home.seam). 




Sin perjuicio de ello, para mayor ilustración y conocimiento de todas las constancias de los expedientes, se solicitará a la Corte Suprema de Justicia de la Nación la remisión del expediente 83656/2016, caratulado “HIGHTON DE NOLASCO, ELENA INES c/ EN s/AMPARO LEY 16.986” y al Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación la de los expedientes N° 154/11 y acumulados 169/11, 198/11, 43/12, 180/12 y acumulados 12/13, 20/13, 21/13, 22/13, 23/13, 24/13, 57/13, 95/13, 158/13, 4/14, 24/14, 65/14, 100/14, 151/14 y los citados en ellos.





Se requerirá a la Cámara Civil copias de las actas, y mis notas con ellas vinculadas, de los acuerdos plenarios del 13 de setiembre de 2011, del 11 de junio de 2013, del 11 de noviembre de 2013 y del 10 de diciembre de 2013. Expresamente de las notas remitidas por el suscripto el 26 de noviembre y el 23 de diciembre de 2013 y los siguientes expedientes:

n° 020757/2008, “ARIAS ARAMAYO REYNALDO Y OTROS C/ ARGOS MUTUAL DE SEG.DEL TRANSPORTE PUBLICO DE PASAJ.” 
N° 37224/2004, “Cianni c/ Acuña”
n° 095288/2003 ”CORTESE GERMAN ALBERTO Y OTRO C/ DOMINGUEZ RAUL ANTONIO Y OTROS S/DAÑOS Y PERJUICIOS” 
“Filiberto, Lidian Isabel c/ Maceratesi, Osvaldo y otros s/ daños y perjuicios” publicado en: La Ley Online AR/JUR/71079/2011

N° 57764/2008 “Flores Lorena Romina c/ Giménez Marcelino Osvaldo” (La Ley Online AR/JUR/28172/2017, suplemento del 19-06-2017)
"Gauna, Agustín c/ La Economía Comercial S.A."
N° 67625/2003 "Gómez, Carmen Clementina c/ Monzón, Diego y otros”

n° 86945/2010 “Guardado, Horacio José c/Empresa Tandilense SACIFI y Manuel, Rodríguez”
N° 54760/2005, “Herrera, María Viviana y Otros c/ Obra Social del Personal de Sanidad”
N° 31.758/2012 “Inversiones Rifer SL c/ Fruticon SA s/ incidente civil”

Nº 26.290/2009 “Kruse Edgardo Guillermo y otro c/ Mari Carlos Alberto”
n° 33.547/2010, “Laurito, Alan Román y otro c/Transporte Automotor Plaza SACI y otros s/daños y perjuicios”
“M., M. E. y otro c. R., G. G. y otros s/ daños y perjuicios” (publicado en: La Ley Online AR/JUR/90143/2014)
N° 104724/2011 “Mendoza, Valdivia Pedro y otro c/ Luizaga Peredo, Gustavo”
Nº 80.235/2005, “Menéndez Luis Fermín y otro c/ Aragón Maximiliano Rolando”
“Nieto, Nicolasa del Valle c/ La Cabaña S.A. y otros”, (La Ley Online AR/JUR/7618/2003; AR/JUR/5332/2006 -Fallos Corte: 329:3054-; AR/JUR/7267/2007 y AR/JUR/47823/2011, entre otras publicaciones).

"Obarrio, María P. c/ Microómnibus Norte S.A."
N°  60.793/2010, “Oviedo Sonia Raquel c/ Juan B. Justo S.A.T.C.I. Línea 34”
n° 36.718/10, “Papagno, Mariela Silvia c/ Lado, Daniel y Otros s/ daños y perjuicios”, (elDial.com - AAA292)

“Roldan, Fabián Alejandro y otro c/ Microómnibus general Pacheco SRL y otros s/daños y perjuicios” (publicado en La Ley Online  AR/JUR/13100/2012)
N° 37.487/09, “Russo Luciana c/De Simone Sebastián Rodrigo”

N° 21.774/2009, “Tachetti Rodrigo Nicolas c/Garcia Soler Juan Carlos” 

“Venancio, Patricia Marcela c/ Transporte Ideal San Justo S.A.”, (RCCyC 2017, 03-04-2017, 149 - RCyS2017-V, 180 - La Ley 01-06-2017, Online: AR/JUR/94021/2016)

“Villarreal, Daniel Alberto c/ Fernández, Andrés Alejandro” (LA LEY 2006-F-3) 

“Yunes, Sara c/ Transportes Larrazabal C.I.S.A.”, (L.L Online AR/JUR/49709/2014)
“Zarco, Constantino c/ Expreso Nueve de Julio” (26-04-12 L. L. Online AR/JUR/13097/2012).




IV – 1) Acompaño copias, en soportes papel y digital, además de esta misma nota, de la nota presentada al señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos fechada el día 03-08-17. 




Ofrezco también las declaraciones testimoniales de los Secretarios y Prosecretarios de la Cámara Civil (entre los días 22-09-05 y 31-07-14) para que expongan sobre las intervenciones de la aspirante y del suscripto en los acuerdos plenarios ordinarios y extraordinarios del Tribunal citados, sus actas, e impugnaciones. En el mismo oficio a librase a la Cámara Civil se le requerirá por sus datos personales y domicilios actuales.






V Propongo que las siguientes preguntas le sean formuladas a la doctora DIAZ DE VIVAR:

1 Diga si Vd. fue designada jueza de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, prestando juramento en acto público y entonces, luego de la lectura del decreto de designación, lo hizo jurando administrar justicia bien y legalmente y de conformidad con lo que prescribe la Constitución Nacional
2 Diga si desde entonces se ha desempeñado en la Sala M del tribunal, presidiéndola en varios periodos, haciéndolo en uno con el Tribunal
3 Diga si Vd. ha cumplido 75 años de edad

4 Diga si con posterioridad a la fecha en que lo hizo ha continuado en el ejercicio del cargo y suscripto sentencias

5 Explique su participación en la sentencia plenaria, y sus antecedentes, de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil del 13 de diciembre de 2006 en los expedientes caratulados "Obarrio, María P. c/ Microómnibus Norte S.A." y "Gauna, Agustín c/ La Economía Comercial S.A."
5-1 Diga si en el expediente "Gauna” uno de los jueces de Cámara que concedió el recurso de inaplicabilidad de ley, fue el mismo juez que había dictado la sentencia de primera instancia y había concedido el recurso de apelación contra la misma
6 Diga si a la fecha del dictado del plenario la Corte Suprema de Justicia de la Nación ya se había pronunciado en varios expedientes sobre el tema del plenario y cuáles habían sido los pronunciamientos
7 Diga si el mismo Alto Tribunal se pronunció después del plenario sobre los mismos expedientes “Obarrio” y “Gauna” y cuáles fueron tales fallos
8 Diga si Vd. continuó votando, adhiriendo y dictando sentencias luego, y hasta la fecha, sobre la aplicación obligatoria de la doctrina plenaria. Diga si todas, o algunas, de dichas sentencias fueron revocadas por arbitrarias
9 Diga si el artículo 303 del Código Procesal Civil y Comercial fue derogado luego de sancionado el plenario
10 Diga si Vd. continuó votando después, y hasta la fecha, sobre la aplicación obligatoria de dicha norma legal derogada y de la doctrina plenaria revocada
11 Diga cuáles fueron los pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación sobre sus votos, y sus adhesiones, aplicando la doctrina plenaria; cuanto tiempo aproximadamente insumía el trámite de cada recurso extraordinario y a cuál parte el Alto Tribunal imponía las costas
12 Diga si hubo algún pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, desde el dictado de “Obarrio” y “Gauna” hasta la fecha, confirmando lo decidido por Vd. y su Sala aplicando la mencionada doctrina plenaria, expresando los casos y causas en caso afirmativo 
13 Diga si otras Salas del tribunal solicitaron que se reuniera en plenario para revisar la doctrina de los expedientes “Obarrio” y “Gauna” y cómo fueron sus votos –con sus fundamentos- ante estas peticiones; cuántas fueron aproximadamente las peticiones, cuáles fueron los resultados y cuándo se presentaron
14 Diga si participó en los acuerdos plenarios de la Cámara Civil celebrados los días 13 de setiembre de 2011, 11 de junio de 2013, 11 de noviembre de 2013 y 10 de diciembre de 2013 en los que se trataron, entre otras cuestiones, temas relativos a los jueces integrantes de la Sala “D” del Tribunal

15 Diga como fue su participación y votación en cada uno de dichos temas
16 Diga si Vd. expresó consideraciones personales sobre su colega Sánchez en alguno/s de dichos acuerdos plenarios y cuáles fueron
17 Diga si Vd. participó en el plenario de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil según sentencia plenaria del 23 de diciembre de 2013 en el expediente “Inversiones Rifer SL c/ Fruticon SA” y cuál fue su voto, explicando sus fundamentos
18 Precise con respecto al plenario anterior si en el texto final de la sentencia el voto de su colega Sánchez fue censurado, suprimiéndosele algunos párrafos, y cuál fue su actitud al respecto






Constituyo domicilio en la calle Uruguay 824, piso 4°, de esta Ciudad Autónoma de Buenos Aires (domicilio electrónico 20-04393160-2, correo electrónico santivo@gmail.com).






Dios guarde a S.E.






Diego Carlos Sanchez





D.N.I. 4.393.160 






abogado (C.P.A.C.F. Tº 6, Fº 766)






ex juez de la Cámara Nacional de 





Apelaciones en lo Civil
